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Accionante: José Leonel Nieto Agudelo
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Decisión: Confirma

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO A LA SALUD / PERSONAS PRIVADAS DE LA LIBERTAD / DEBERES DE LAS ENTIDADES QUE INTEGRAN ESTE SISTEMA ESPECIAL DE SALUD: USPÈC, CONSORCIO DE ATENCIÓN EN SALUD PPL E INPEC / FUNCIONAMIENTO ARMÓNICO / TRATAMIENTO INTEGRAL / PROCEDENCIA.
Para efectos de dar solución al problema jurídico puesto en consideración de la Colegiatura, debemos remitirnos a los postulados de Ley 1709 de 2014 y demás normas concordantes que regulan el sistema especial de salud para las personas privadas de la libertad PPL a cargo del INPEC, las cuales nos indican que las labores tendientes a garantizar la prestación de dicho servicio para esa población han sido distribuidas de manera conjunta y mancomunada entre la USPEC, el Consorcio de Atención en Salud PPL y el INPEC. (…)
… se puede afirmar que las entidades anteriormente mencionadas funcionan de forma armónica, de modo que en la distribución de las labores que les han sido asignadas, se hace imprescindible la intervención de todas ellas para garantizar la efectiva prestación de los servicios en salud de la población privada de la libertad. De allí, se puede asegurar también que en ese juego de roles, el Consorcio PPL tiene un rol determinante para evitar que situaciones como la descrita por la parte accionante en su libelo petitorio, relacionadas con una dilatación en la prestación de los servicios de salud, se vuelvan a repetir. (…)
Sobre la orden de tratamiento integral: Al respecto, se debe recordar que ha sido la Corte Constitucional la que de manera genérica ha establecido que el acceso a la salud debe ser eficiente, oportuno y de calidad, de tal suerte que si se niega uno solo de los componentes que permiten la recuperación del paciente, se le está afectando injustificadamente, por ello es necesario imponer forzadamente esta atención, para evitar que se presente aquella vulneración, e impedir así que persistan las amenazas frente a los derechos conculcados, acorde con lo previsto en el artículo 5º del Decreto 2591 de 1991.
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Magistrado Ponente

 MANUEL YARZAGARAY BANDERA
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Aprobado por Acta No. 223 
	Radicación:
	660013187002-2018-00165-01

	Procedencia: 
	Juzgado 2º de Ejecución de Penas y M. de Seguridad

	Accionante:   
	José Leonel Nieto Agudelo, por intermedio de agente oficiosa, 
Sra. Sandra Patricia Zuluaga

	Accionado:
	Fiduprevisora S.A y otros   

	Decisión: 
	Confirma  


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el Gerente del CONSORCIO FONDO DE ATENCIÓN EN SALUD PPL 2017, Dr. Mauricio Iregui Traquino, en contra del fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, el 11 de enero de 2019, mediante el cual concedió la solicitud de amparo constitucional invocada por la señora Sandra Patricia Zuluaga, quien actuó en el presente asunto en representación de los intereses del señor JOSÉ LEONEL NIETO AGUDELO, en calidad de agente oficiosa.
ANTECEDENTES:

La señora Sandra Patricia Zuluaga, propugnando por los intereses de su esposo, el señor José Leonel Nieto Agudelo, instauró acción de tutela en contra de la Fiduprevisora S.A, el INPEC, el Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Pereira “La 40” y el Hospital Universitario San Jorge de Pereira, a quienes acusó de vulnerar los derechos fundamentales a la salud y a la vida de su agenciado. Los hechos según los cuales fundamentó su solicitud, se pueden relacionar así: 
· El señor José Leonel Nieto Agudelo, de 42 años de edad, se encuentra privado de su libertad, con medida de detención domiciliaria. 

· Debido a graves quebrantos de salud, el señor Nieto Agudelo está hospitalizado en el Hospital Universitario San Jorge de Pereira, y fue remitido al Valle de Lili en Cali, puesto que presenta diagnóstico de “ESTESNOSIS VALVULAR AORTICA SEVERA” por lo que el médico tratante le prescribió desde el 17 de diciembre de 2018 la realización de una “CIRUGÍA CARDIOVASCULAR DOBLE CON CIRCULACIÓN EXTRACORPOREA” indicando que la misma es prioritaria, pues tiene alto riesgo de sufrir muerte súbita. 
· Aseguró la señora Zuluaga que para el momento de interposición de la acción de tutela, no había sido posible que le practicaran la cirugía a su esposo, y puntualizó que ella es una persona de escasos recursos económicos, por lo que no puede cubrir el costo del procedimiento de manera particular.  

PRETENSIONES:
De conformidad con los hechos narrados en precedencia, solicitó la accionante que se tutelen los derechos fundamentales de su esposo José Leonel Nieto Agudelo, ordenando a las entidades involucradas la realización de la “CIRUGÍA CARDIOVASCULAR DOBLE CON CIRCULACIÓN EXTRACORPOREA”, en forma inmediata y la realización de los exámenes previos, entre los que se encuentra un “CATETERISMO”, y demás que sean necesarios para el tratamiento integral de su enfermedad.
Además conforme a las recomendaciones del médico tratante en la historia clínica, solicitó como medida provisional que se ordenara la realización inmediata de la cirugía que requiere su esposo. 
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA:
El Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira avocó el conocimiento de la actuación el día 27 de diciembre de 2018, y ordenó la vinculación del Representante Legal del Hospital Universitario San Jorge de Pereira, el Director del Área de Sanidad del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira, el Director de la Cárcel de Varones, la Directora Regional Viejo Caldas del INPEC, el Director de la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios (USPEC) y la Fiduprevisora Fondo Consorcio de Atención en Salud PPL, para que ejercieran sus derechos de defensa y contradicción. 
En el mismo proveído, el Despacho encontró reunidos los requisitos para decretar una medida cautelar en favor de los derechos del señor José Leonel Nieto Agudelo, por lo que le ordenó a las entidades mencionadas en precedencia que, según el ámbito de sus competencias, procedieran a materializar la orden impartida por el médico tratante del señor Nieto Agudelo, en el sentido de practicar el procedimiento denominado “CIRUGÍA CARDIOVASCULAR DOBLE CON CIRCULACIÓN EXTRACORPÓREA”, para lo cual les concedió el término de 1 día. 
Finalmente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, decidió mediante sentencia del 11 de enero de los cursantes, tutelar los derechos fundamentales a la salud, dignidad humana y seguridad social del señor José Leonel Nieto Agudelo. Así las cosas, le ordenó al Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL, a la Gerencia de Fideicomisos Patrimonios Autonómos de la Fiduprevisora S.A., el Establecimiento Penitenciario y Carcelario ERE de Pereira y a la Dirección de la Unidad se Servicios Penitenciarios y Carcelarios (USPEC), que en el término de 2 días hábiles, verificaran la autorización y materialización de la “CIRUGÍA CARDIOVASCULAR DOBLE CON CIRCULACIÓN EXTRACORPÓREA”, requerida por el señor José Leonel Nieto Agudelo, de conformidad con la orden expedida por su médico tratante.
De igual manera, les impuso a las mencionadas entidades el deber de suministrar en favor del señor José Leonel un tratamiento integral respecto de la patología que en la actualidad lo aqueja.
Lo anterior, por cuanto del análisis de la información obrante en el expediente, encontró el Juez A quo que efectivamente las prerrogativas del señor José Leonel se estaban viendo comprometidas ante la tardanza en la gestión y prestación de los servicios médicos prescritos por sus galenos tratantes, más concretamente, por dilatar la autorización y práctica del procedimiento cardiovascular ordenado por el médico.
Señaló el Cognoscente que las demandadas debían procurar para que, de manera idónea y oportuna, se tomaran las medidas pertinentes para hacer efectivas las órdenes médicas, máxime que en el presente asunto se trata de la autorización y práctica de un tratamiento que debe propiciar las condiciones necesarias para que el accionante mejore su salud, por lo que su forma de actuar dejó al señor José Leonel Nieto Agudelo en una situación de desprotección.
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:
Una vez notificada la decisión de instancia, se recibió escrito de impugnación suscrito por parte del Gerente del Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, Doctor Mauricio Iregui Tarquino, en el cual se pusieron de presente los siguientes argumentos, con los cuales se pretende dejar sin peso lo decidido en la sentencia de primer grado: 

· La decisión de ordenar en favor del accionante un tratamiento integral, no cumple con los presupuestos jurisprudenciales que sirven de guía para determinar su necesidad, por lo que se está dando paso al reconocimiento de prestaciones futuras, inciertas e indeterminadas.
· El Juez fallador no estipuló claramente la patología base objeto de protección integral. 
· La orden emitida por el Juez se prestaría para la interposición de futuros incidentes de desacato por parte del accionante, por motivos diversos a los que motivaron la presente acción constitucional. 
· El señor José Leonel Nieto Agudelo se encuentra recibiendo el tratamiento y los cuidados requeridos para su patología en la IPS Fundación Valle de Lili. Además, los servicios ordenados han sido autorizados por el Contac Center para las diferentes IPS contratadas por el Consorcio PPL, lo que evidencia que este último, conforme a su competencia, dio cumplimiento al fallo objeto de impugnación. 
· La obligación de materializar las autorizaciones emitidas por el Galeno tratante recae únicamente en el Área de Sanidad del ERON, de conformidad con el Modelo de Atención en Salud según el cual, el Consorcio sólo tiene la obligación de contratar y pagar a las IPS que prestan sus servicios profesionales y que colocan a disposición de los ERON para la atención de la PPL, pero no recae en él la obligación de expedir las autorizaciones, ni mucho menos la de programar las citas, pues una vez efectuada la autorización, dichas actividades le competen al INPEC, Área de Sanidad- EPMSC Pereira.
Por lo anterior, pidió que se revoque el fallo de tutela proferido el 11 de enero de 2019 por parte del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira; de igual manera, solicitó que se desvincule al Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017 de la presente acción, puesto que no es competente legal ni contractualmente para el cumplimiento de la sentencia impugnada, conforme a las obligaciones contempladas en el contrato de fiducia mercantil # 331 de 2016.
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
· Competencia: 

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017, por ser el superior jerárquico del Despacho que profirió la sentencia de primera instancia.  

· Problema jurídico: 

En el presente asunto se debe establecer si la decisión tomada por el Juez cognoscente fue acertada al tutelar los derechos fundamentales invocados por la parte accionante, y en cuanto las órdenes que con el fin de conjurar dicha trasgresión emitió; o si por el contrario le asiste razón a la entidad impugnante al afirmar que la sentencia no tuvo en consideración los roles y obligaciones que recaen sobre la misma, desconociendo que entre sus deberes no está la prestación asistencial de los servicios de salud de la PPL, y además erró al conceder un tratamiento integral, extendiendo la orden de amparo a sucesos futuros e inciertos. 
· Solución: 

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación, o cuando se reclamen de manera concreta y específica, no obstante, en su formulación concurran otras hipótesis de reclamo de protección judicial de derechos de diversa naturaleza y categoría, caso en el cual prevalece la solicitud de tutela del derecho constitucional fundamental y así debe proveer el Juez para lograr los fines que establece la Carta Política.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  

Del caso concreto: 

Para efectos de dar solución al problema jurídico puesto en consideración de la Colegiatura, debemos remitirnos a los postulados de Ley 1709 de 2014 y demás normas concordantes que regulan el sistema especial de salud para las personas privadas de la libertad PPL a cargo del INPEC, las cuales nos indican que las labores tendientes a garantizar la prestación de dicho servicio para esa población han sido distribuidas de manera conjunta y mancomunada entre la USPEC, el Consorcio de Atención en Salud PPL y el INPEC. 
En ese orden de cosas, dice el parágrafo 2º del artículo 105 de la Ley # 1709 de 2014 referida atrás, que una de las funciones del Consorcio PPL, como ejecutor del contrato de Fiducia contratado por la USPEC, y por ende, administrador de los recursos para la prestación de los servicios en salud de los internos, es: “Garantizar la prestación de los servicios médico-asistenciales, que contratará con entidades de acuerdo con instrucciones que imparta el Consejo Directivo del Fondo.”.

Ahora, según el artículo 4º del Decreto # 4150 de 2011, por medio del cual se creó la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios, el objeto de la USPEC es: “gestionar y operar el suministro de bienes y la prestación de los servicios, la infraestructura y brindar el apoyo logístico y administrativo requeridos para el adecuado funcionamiento de los servicios penitenciarios y carcelarios a cargo del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario - INPEC.”.
Por otra parte, la Resolución # 5159 del Ministerio de Salud y Protección Social, en concordancia, con el aludido Manual Técnico Administrativo para la Prestación del Servicio de Salud a la Población Privada de la Libertad a cargo del INPEC señala que son funciones de dicha Unidad, entre otras: “Contratar la entidad fiduciaria con cargo a los recursos del Fondo Nacional de Salud de la Personas Privadas de la Libertad y establecer las condiciones para que dicha entidad contrate la prestación integral y oportuna de los servicios de salud para la población privada de la libertad…”, y “Las demás que sean necesarias para la prestación de los servicios de salud a la población privada de la libertad”, lo que se traduce la facultad y obligación de supervisar el cumplimiento del encargo fiduciario celebrado con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL.

El INPEC por su parte, a través del respectivo establecimiento penitenciario, tiene como función, en lo relacionado con la prestación de los servicios en salud de la PPL
: “Garantizar las condiciones y medios para el traslado de personas privadas de la libertad a la prestación de servicios de salud, tanto al interior de los establecimientos de reclusión como cuando se requiera atención extramural, de conformidad con los artículos 2.2.1.11.4.2.3. y 2.2.1.11.4.2.4. del presente capítulo, y apoyar las actividades de referencia y contrarreferencia.”; “Expedir, en coordinación con la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios — USPEC- los Manuales Técnicos Administrativos para la prestación de servicios de salud que se requieran conforme a las particularidades diferenciales de cada establecimiento de reclusión, acorde con el Modelo de Atención en Salud para la Población Privada de la Libertad que se establezca” y finalmente “Las demás que sean necesarias para la prestación de los servicios de salud de la población privada de la libertad”. 
Así las cosas, se puede afirmar que las entidades anteriormente mencionadas funcionan de forma armónica, de modo que en la distribución de las labores que les han sido asignadas, se hace imprescindible la intervención de todas ellas para garantizar la efectiva prestación de los servicios en salud de la población privada de la libertad. De allí, se puede asegurar también que en ese juego de roles, el Consorcio PPL tiene un rol determinante para evitar que situaciones como la descrita por la parte accionante en su libelo petitorio, relacionadas con una dilatación en la prestación de los servicios de salud, se vuelvan a repetir. 
En ese orden de ideas, la decisión de primer nivel fue acertada respecto de la individualización de las entidades involucradas y llamadas a conjurar la lesión causada en los derechos fundamentales del señor José Leonel Nieto Agudelo.  
Sobre la orden de tratamiento integral: 

Al respecto, se debe recordar que ha sido la Corte Constitucional la que de manera genérica ha establecido que el acceso a la salud debe ser eficiente, oportuno y de calidad, de tal suerte que si se niega uno solo de los componentes que permiten la recuperación del paciente, se le está afectando injustificadamente, por ello es necesario imponer forzadamente esta atención, para evitar que se presente aquella vulneración, e impedir así que persistan las amenazas frente a los derechos conculcados, acorde con lo previsto en el artículo 5º del Decreto 2591 de 1991. 

Así lo ha expuesto el órgano de cierre constitucional:

“La atención y tratamiento a que tienen derecho los pertenecientes al sistema de seguridad social en salud cuyo estado de enfermedad esté afectando su integridad personal o su vida en condiciones dignas, son integrales; es decir, deben contener todo cuidado, suministro de medicamentos, intervenciones quirúrgicas, prácticas de rehabilitación, exámenes para el diagnóstico y el seguimiento, así como todo otro componente que el médico tratante valore como necesario para el pleno restablecimiento de la salud del paciente o para mitigar las dolencias que le impiden llevar su vida en mejores condiciones; y en tal dimensión, debe ser proporcionado a sus afiliados por las entidades encargadas de prestar el servicio público de la seguridad social en salud”. 

“Así, la integralidad en la prestación del servicio de salud está encaminada a (i) garantizar la continuidad en la prestación del servicio y (ii) evitar a los accionantes la interposición de nuevas acciones de tutela por cada nuevo servicio que sea prescrito por los médicos adscritos a la entidad, con ocasión de la misma patología.”

“En consecuencia, una EPS vulnera el derecho fundamental a la salud de una persona cuando presta un servicio en salud fraccionado, dejando por fuera exámenes, medicamentos y demás procedimientos que la persona requiere para recuperarse, no autoriza el transporte medicalizado necesario para acceder al tratamiento o aminorar sus padecimientos, todos los cuales hayan sido prescritos por el médico tratante.
 (Negrillas y subrayas propias de la Sala). 

Sobre la protección del principio de integralidad en las decisiones de tutela, el Máximo Tribunal constitucional ha precisado
:

“Frente al principio de integralidad en materia de salud, la Corte Constitucional ha estudiado el tema bajo dos perspectivas, la primera, es la relativa al concepto mismo de salud y sus dimensiones y, la segunda, hace mención a la totalidad de las prestaciones pretendidas o requeridas para el tratamiento y mejoría de las condiciones de salud y de la calidad de vida de las personas [17]. 

Esta segunda perspectiva del principio de integralidad ha sido considerada de gran importancia para esta Corporación, toda vez que constituye una obligación para el Estado y para las entidades encargadas de brindar el servicio de salud, pues el mismo, debe ser prestado eficientemente y con la autorización total de los tratamientos, medicamentos, intervenciones, procedimientos, exámenes, controles, seguimientos y demás que el paciente requiera con ocasión del cuidado de su patología y que sean considerados como necesarios por el médico tratante.

Dado lo anterior, es procedente el amparo por medio de la acción de tutela del tratamiento integral, pues con ello se garantiza la atención, en conjunto, de las prestaciones relacionadas con las patologías de los pacientes previamente determinadas por su médico tratante. 

Sin embargo, en aquellos casos en que no se evidencie de forma clara, mediante criterio, concepto o requerimiento médico, la necesidad que tiene el paciente de que le sean autorizadas las prestaciones que conforman la atención integral, y las cuales pretende hacer valer mediante la interposición de la acción de tutela; la protección de este derecho lleva a que el juez constitucional determine la orden en el evento de conceder el amparo, cuando se dan los siguientes presupuestos: 

“(i) la descripción clara de una determinada patología o condición de salud diagnosticada por el médico tratante, (ii) por el reconocimiento de un conjunto de prestaciones necesarias dirigidas a lograr el diagnóstico en cuestión; o (iii) por cualquier otro criterio razonable” [18]. (…)”

En el caso concreto, verificada la información obrante en el expediente, encuentra esta Corporación que el señor José Leonel Nieto Agudelo presenta los diagnósticos clínicos de “ESTENOSIS DE LA AORTA”, “INSUFICIENCIA AORTICA REUMATICA CON INSUFICIENCIA”, “MAREO Y DESVANECIMIENTO” (folio 3); en ese sentido, es indiscutible que ya hay unas enfermedades de base, que ante su gravedad requieren de un tratamiento indefinido y constante, y por tanto, es deber de todos los intervinientes en el sistema de salud de la PPL gestionar los trámites pertinentes, dentro del marco de sus competencias, para que se le garantice a la titular de los derechos la prestación efectiva de cada uno de los servicios que le sean prescritos por sus médicos tratantes para su efectiva recuperación, lo cual evitará que en el futuro, deba recurrir nuevamente a la tutela para conseguir atención oportuna, razón que en definitiva llevará a esta Corporación a convalidar la orden de tratamiento integral que se impuso en la decisión de primera instancia. 

Como anotación final, debe decirse que si bien reposan en el expediente algunas autorizaciones a los procedimientos médicos que fueron objeto de debate en esta oportunidad, lo cierto es que no se allegó ningún tipo de constancia que certifique que los mismos ya fueron realizados.
Acorde con lo dicho hasta ahora, no hay lugar a modificar o revocar la decisión impugnada en ninguno de sus ítems, sino que por el contrario, se habrá de mantener incólume.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión de Penal,
RESUELVE: 
PRIMERO: CONFIRMAR el fallo proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, el pasado 11 de enero de 2019, de acuerdo a los argumentos expuestos en la parte motiva de esta decisión.  
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


�Ministerio de Salud y Protección Social, Resolución 5159 de 2015. 


� Sala Novena de Revisión, Sentencia T-022 de 18 de enero de 2011, MP. Luis Ernesto Vargas Silva.


� Sentencia T-576/08
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